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Asunto: Acción de tutela No. 2020 – 242 

  Sentencia Primera Instancia 

 

Fecha:  29 de septiembre de 2020 

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 29 del Decreto Nacional 2591 de 1991 se 

emite sentencia de primer grado en la actuación de la referencia. 

 

1.- Identificación del solicitante: (Art. 29 Num. 1 D. 2591/91):  

 

Patricia Gómez, identificada con C.C. No. 20.837.583, quien actúa en nombre propio. 

 

2.- Identificación de quien provenga la amenaza o vulneración: (Art. 29 Num. 2 D. 

2591/91):  

 

a) La actuación es dirigida por la tutelante contra el Fondo Nacional de Vivienda – 

Fonvivienda. 

 

b) Fue vinculada la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Victimas, y el 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. 

 

3.- Determinación del derecho tutelado: (Art. 29 Num. 3 D. 2591/91):  

 

El accionante indica que se trata de petición, igualdad, vivienda digna y mínimo vital.  

 

4.- Síntesis de la demanda:  

 

a) Hechos: La accionante manifestó que interpuso derecho de petición en interés 

particular, solicitando fecha cierta en la que se le otorgara subsidio de vivienda, al cual 

tiene derecho como víctima de desplazamiento forzado, encontrándose en el momento 

en estado de vulnerabilidad, sin que Fonvivienda se haya manifestado de forma ni de 

fondo. 

 

b) Petición: Se ordene al Fondo Nacional de Vivienda – Fonvivienda contestar el derecho 

de petición de fondo y de forma, informándole en qué fecha se le va otorgar el subsidio 
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de vivienda e incluyéndosele en el programa de la fase II de viviendas gratuitas, 

anunciadas por el Ministerio de vivienda.  

 

5- Informes: (Art. 19 D.2591/91) 

 

a) Departamento Administrativo para la Prosperidad Social. 

 

Manifestó que, el Departamento Administrativo para la Prosperidad Social, no incurrió en 

una actuación u omisión que generara amenaza o vulneración de los derechos 

fundamentales invocados por la accionante. Se procedió a consultar en su Sistema de 

Gestión Documental de Peticiones DELTA con el número de cédula de la accionante 

Patricia Gómez, y en el año 2020 se encontró la radicación de una petición bajo el 

consecutivo de ingreso E2020-2203-053409 la cual fue resuelta de fondo. 

 

La petición radicada tiene un objeto muy diferente al que se señala en la exposición fáctica 

del libelo tutelar, pues la accionante en esa oportunidad solicitó a Prosperidad Social 

información sobre un proyecto productivo. A su vez, en el traslado de la tutela no se anexa 

ni se menciona en el petitum petición radicada ante el Departamento Administrativo Para la 

Prosperidad Social. 

 

En tal sentido, concluye que no existe vulneración del derecho fundamental de petición. 

Alega además inexistencia de vulneración al derecho fundamental de vivienda. Precisó el 

marco de competencias del DPS en materia de vivienda y en materia de subsidio familiar 

de vivienda para población desplazada. Aclara que el Subsidio Familiar de Vivienda 100% 

en Especie – SFVE, corresponde a una oferta propia del Sector Vivienda, Ciudad y 

Territorio, cuya cabeza es el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, otorgado por 

Fonvivienda, entidad adscrita a éste, y no de Prosperidad Social, quien como ya se ha 

señalado solo tiene unas funciones de carácter técnico dentro del procedimiento 

administrativo para identificación de potenciales beneficiarios y selección de beneficiarios. 

 

Precisó que, para Bogotá D.C., no hay cupos de vivienda disponible para población en 

condición de desplazamiento, si se encuentra establecido ejecutar nuevos proyectos, toda 

vez que ya se priorizó en la FASE 1, del Programa. Son a su vez, las Funciones de 

Prosperidad Social, dentro del procedimiento administrativo para asignación de Subsidio 
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Familiar de Vivienda en Especie – SFVE, de carácter técnico, estas son identificación de 

potenciales beneficiarios y selección de beneficiarios. Solicitando, se niegue la acción de 

tutela en su contra. 

 

En alcance a la respuesta presentada, informó que Prosperidad Social adelantó el proceso 

de selección de beneficiarios del SFVE para el proyecto de vivienda “PLAZA DE LA 

HOJA” en Bogotá, (Artículo 2.1.1.2.1.3.1 del Decreto 1077 de 2015) presentándose para el 

mismo que los hogares identificados como potenciales y ubicados en ordenes de 

priorización inferiores o anteriores, al que se encuentra el hogar representado por la 

accionante, cumplieron con las condiciones estipuladas en la normatividad, esto agotando 

las soluciones habitacionales para los órdenes de priorización superiores o siguientes. 

Motivo por el cual no fue posible su continuación en el proceso de asignación del SFVE 

para el mencionado proyecto de vivienda gratuita. 

 

b) Unidad Administrativa Especial para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas 

 

Señaló que, la accionante no interpuso derecho de petición ante la Unidad para las 

Víctimas, en ese orden de ideas, resulta claro que no existe una vulneración al derecho 

fundamental de petición de Patricia Gómez, razón por la cual actualmente habría una 

carencia de objeto teniendo en cuenta que la Entidad no tuvo la oportunidad ni 

conocimiento para pronunciarse sobre las pretensiones. 

 

Informó que, frente a la solicitud realizada por el accionante, respecto de la solicitud de 

Vivienda, la Unidad para las Víctimas no tiene dentro de sus competencias legales dicha 

materia. De tal suerte que se solicita a remitir a la autoridad administrativa competentes 

que, para el presente caso es Fonvivienda, quien tiene la responsabilidad de dar trámite a la 

mencionada solicitud dando información respecto a la reglamentación actual que existe 

frente a esa materia. 

 

Precisó por último sus competencias y solicitó declarar la improcedencia de las 

pretensiones y su desvinculación.  

c) Fondo Nacional de Vivienda - Fonvivienda. 
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La entidad accionada contestó que, una vez revisado el número de identificación de la 

accionante Patricia Gómez, identificada con la C.C. No 20.837.583, en el Sistema de 

Información del Subsidio Familiar de Vivienda del Ministerio de Vivienda, Ciudad y 

Territorio, se pudo establecer que el hogar de la accionante se postuló en la Convocatoria 

Vivienda Gratuita a fin de acceder a un subsidio en la modalidad de Subsidio en Especie, 

Vivienda Gratuita - Resolución 1283/2014 cerrada con 1549/2014 - Varios proyectos - 

Proceso XXXIV - Nov 2014 - I en el proyecto plaza de la hoja, siendo su estado actual 

Cumple Requisitos Vivienda Gratuita. Sin embargo, no fue asignado debido a que de 

acuerdo con el orden de priorización las viviendas fueron asignadas en su totalidad. De 

igual manera el proyecto ya se encuentra cerrado y Prosperidad Social PS, lo habilito para 

los siguientes proyectos. Según la orden priorización, el hogar de la accionante se encuentra 

en el tercer (3) orden de priorización. 

 

Respecto al Derecho de petición, señala que fue contestado en término y enviado al correo 

electrónico aportado por la accionante. 

 

6.- Pruebas:  

 

Las documentales existentes en el proceso. 

 

7.- Problema jurídico:  

 

¿Existe vulneración a los derechos implorados por la tutelante por cuenta de la entidad 

accionada? 

 

8.-Sujetos de especial protección: 

 

La Corte Constitucional en sentencia T-584 de 2017 determinó que la población víctima de 

violencia son sujetos de especial protección, al indicar que: 

 

“El juicio de procedibilidad de la acción de tutela se torna menos riguroso frente a los sujetos de 
especial protección constitucional, dentro de los cuales se encuentran las personas víctimas de 

la violencia como consecuencia del estado de debilidad manifiesta en el que se hallan y del 

especial amparo que la Constitución les brinda.  Por tanto, de cara a las especiales situaciones 
en las que se encuentran este grupo de personas y por consiguiente su estado de vulnerabilidad, 

corresponde hacer un examen menos estricto de las reglas de procedencia de la acción de 

tutela.” 
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Así mismo, indicó en la citada providencia los aspectos característicos de la definición de 

víctima: 

 

“Se estableció como aspectos característicos de la definición de víctima que los hechos 
victimizantes: (i) hayan ocurrido a partir del 1 de enero de 1985; (ii) se deriven de una 

infracción al DIH o de una violación grave y manifiesta a las normas internacionales de 

derechos humanos; y (iii) se hayan originado con ocasión del conflicto armado”. 

 

9.-Procedencia de la acción de tutela para protección del derecho fundamental de 

petición:  

 

a.- Fundamentos de derecho: En materia de derecho de petición la Corte Constitucional ha 

decantado que la protección por acción de tutela de dicha garantía no está sujeta a 

requisitos generales o especiales como lo recuerda en la sentencia T – 451 de 2017 que en 

lo pertinente dice: 

 

“2.2. Subsidiariedad 

 

24. La jurisprudencia de esta Corporación1 ha sido consistente en señalar que 

cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico 

colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz 

diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la 

vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo 

ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. 

 25. En tal sentido, quien encuentre que la respuesta a su derecho de petición no 

fue producida en debida forma, ni comunicada dentro de los términos que la ley 

señala, y que en esa medida vea afectada esta garantía fundamental, puede acudir 

directamente a la acción de amparo constitucional”. 

 

b.- Verificación de requisitos generales para el caso concreto: En lo referente a 

legitimación en la causa, se evidencia que la accionante radicó derechos de petición ante 

la entidad accionada, conforme a su vez a la misma respuesta de la convocada. 

 

En el apartado de subsidiariedad se verifica dado que se trata de la protección al derecho 

fundamental de petición que no tiene otro mecanismo de protección, se encuentra 

habilitado para acudir a la acción de tutela para remediar su situación de desamparo, de 

modo que los pedimentos pueden ser elevados al interior de la actuación judicial como se 

verá a continuación. 

 
1 Consultar: Corte Constitucional, Sentencias T-149 de 2013, T-165 de 2017. 
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10.- Consideraciones probatorias y jurídicas: 

 

a.- Normas aplicables: Resulta pertinente indicar que la Corte Constitucional creó el 

concepto de carencia actual de objeto para aquellos casos cuando se constata un hecho 

superado, el cual se presenta cuando cesa o se supera lo pretendido con la acción de tutela, 

tal como fue señalado en la sentencia T-523 de 2011:.  

 
“El objetivo de la acción de tutela es la protección efectiva, cierta e inmediata de los derechos 

fundamentales, presuntamente vulnerados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o 

de un particular, en concordancia con el artículo 86 de la Carta Política y el artículo 1° del Decreto 

2591 de 1991.  

 

Por esta razón, es necesario que exista un sujeto determinado, titular de derechos fundamentales, una 

conducta de una autoridad pública o de un particular que vulnere o amenace los derechos de rango 

constitucional. Lo anterior, para efectos de que la acción de tutela proceda y el juez constitucional 

pueda valorar el caso concreto y llegar a una solución encaminada a proteger o restaurar la 

amenaza o vulneración. 

 

Ciertamente, los derechos no son otra cosa que facultades radicadas en cabeza de personas naturales 

o jurídicas, por lo cual su existencia no se presenta por sí misma, como una realidad ontológica 

autónoma o independiente, sino que sólo se da como consecuencia de la de un titular de tales 

facultades subjetivas2.  

 

El artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 hace alusión a la improcedencia de la acción de tutela, 

“cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando 

continúe la acción u omisión violatoria del derecho”. Sin embargo, el parágrafo del artículo 29 del 

mencionado decreto lo señala, el fallo de tutela no puede ser inhibitorio, por lo cual el juez de tutela 

no puede eximirse de realizar un análisis de fondo sobre el caso concreto. De ahí que, la Corte 

Constitucional haya creado el concepto de “carencia actual de objeto”, que puede configurarse por 

la ocurrencia de un hecho superado o de un daño consumado.  

 

Así, se presenta un hecho superado cuando cesa, desaparece o se supera el objeto jurídico de la 

acción de tutela, porque se restauró el derecho fundamental amenazado o vulnerado, impidiendo que 

“el juez de tutela entre a emitir una orden respecto de la situación fáctica que impulsó la 

interposición de la acción.”3 Lo cual no implica, tal como se dijo anteriormente, que el juez de tutela 

profiera un fallo en el cual deba pronunciarse sobre la configuración de un hecho superado y cómo 

se reparó el derecho, por lo que el hecho superado debe ser probado.” 

 

“No obstante, resulta pertinente establecer la oportunidad procesal en la cual el supuesto de hecho se 

superó o dejó de existir, porque desde el punto de vista procesal, tiene ciertas implicaciones para el 

fondo del fallo, esto es si fue “i) antes de iniciado el proceso ante los jueces de instancia o en el 

transcurso de los mismos, o ii) estando en curso el trámite de revisión ante la Corte Constitucional.”4  

 

En ese sentido, si el fundamento fáctico se superó antes de iniciado el proceso de tutela ante los 

jueces de instancia o en el trámite de la misma, corresponde al juez constitucional declarar la 

improcedencia de la misma, en virtud de lo establecido en el artículo 6 numeral 4 del Decreto 2591 

de 1991, debiendo verificar: i) si se trata de un hecho superado, cómo cesó la vulneración de los 

derechos fundamentales invocados, o ii) de tratarse de un daño consumado, declarar la 

improcedencia, analizando la existencia de la consumación del daño. Por su parte, la Corte en sede 

de revisión, deberá confirmar el fallo revisado, quedando facultada para pronunciarse de realizar un 

 
2 Sentencia T-277 de 2008. 
3 Sentencia T-449 de 2008.  
4 Sentencia T-449 de 2008, SU-540 de 2007. 
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examen adicional relacionado con la materia de la que trata el caso concreto, con la finalidad de 

unificar jurisprudencia5.  

 

Pero si se superó o consumó el daño en el curso del trámite de revisión ante la Corte Constitucional, 

la Sala de Revisión deberá analizar el caso concreto y advertir si en el trámite ante los jueces de 

instancia se cumplió debidamente con las reglas jurisprudenciales, se aplicó adecuadamente las 

normas vigentes y dependiendo del caso conceder o revocar el amparo de los derechos 

fundamentales, sin importar, si al tratarse de un daño consumado no proceda a impartir orden 

alguna. Tal como se consagró en la SU-540 de 2007: 

 

Entonces, sobre el particular se puede enunciar como regla general que a.) si la Corte encuentra que 

la decisión se profirió conforme a la Constitución Política y a la jurisprudencia, confirmará el fallo; 

b.) si verifica que sí hubo una vulneración, o que la tutela era procedente, revocará la decisión y 

señalará que aunque se habría concedido la tutela, se presentó un daño consumado con la muerte del 

actor, con lo que se configura la carencia de objeto y así lo declarará, previo su pronunciamiento de 

fondo, para determinar el alcance de los derechos vulnerados (en armonía con lo dispuesto en el 

artículo 24 del Decreto 2591 de 1991) y emitirá la orden de compulsar copias de la sentencia y del 

expediente a las autoridades correspondientes para eventuales investigaciones, si fuera del caso. 

 (Subrayado y negrilla fuera de texto)6. ”” 

 

b.- Caso concreto: Revisado el trámite tutelar, se advierte que el reproche del accionante 

es la falta de respuesta al derecho de petición presentado, en tal sentido, se debe indicar que 

conforme el informe entregado por la directamente accionada se acreditó que el derecho de 

petición ya fue contestado, cumpliendo la respuesta entregada los requisitos de fondo, clara, 

oportuna y completa, y estar comunicada al peticionario.  

 

En consecuencia, encuentra este Despacho que estamos en presencia de la figura jurídica de 

un hecho superado, en virtud que el motivo de presentación de la acción de tutela 

desapareció, configuración que el Alto Tribunal Constitucional definió en sentencia T - 146 

de 2012 M. P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, así: 

 
“Esta Corporación ha considerado que cuando hay carencia de objeto, la protección a través de la 

tutela pierde sentido y, en consecuencia, el juez de tutela queda imposibilitado para emitir orden 

alguna de protección del derecho fundamental invocado.7 

En la Sentencia T-988/02, la Corte manifestó que“(…) si la situación de hecho que origina la 

violación o la amenaza ya ha sido superada en el sentido de que la pretensión erigida en defensa del 

derecho conculcado está siendo satisfecha, la acción de tutela pierde eficacia y por lo tanto razón de 

ser.” 

En este orden de ideas, se ha entendido que la decisión del juez de tutela carece de objeto cuando, en 

el momento de proferirla, se  encuentra que la situación expuesta en la demanda, que había dado 

lugar a que el supuesto afectado intentara la acción, ha cesado, desapareciendo así toda posibilidad 

de amenaza o daño a los derechos fundamentales. 

De este modo, se entiende por hecho superado la situación que se presenta cuando, durante el trámite 

de la acción de tutela o de su revisión en esta Corte, sobreviene la ocurrencia de hechos que 

demuestran que la vulneración de los derechos fundamentales, en principio informada a través de la 

instauración de la acción de tutela, ha cesado.”  

 
5 Ver entre otras, Sentencias T-428 de 1998, T-107 de 2007, T-449 de 2008 y T-495 de 2010. 
6 Sentencia SU-540 de 2007. 
7 Ver sentencias T-1100/04, T-093 de 2005, T-137 de 2005, T-753 de 2005, T-760 de 2005, T-780 de 2005, T-096 de 2006, T-442 de 

2006, T-431 de 2007 
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Por consiguiente, el despacho negara la acción de tutela impetrada por hecho superado, 

conforme las razones expuestas. 

 

En consecuencia, el Juzgado Diecisiete (17) Civil del Circuito de Bogotá D.C., 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley. 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de tutela presentado por PATRICIA GÓMEZ, 

identificada con C.C. No. 20.837.583, quien actúa en nombre propio, por carencia de objeto 

por hecho superado, contra EL FONDO NACIONAL DE VIVIENDA – 

FONVIVIENDA. 

 

SEGUNDO: No emitir orden respecto de las entidades vinculadas. 

 

TERCERO: NOTIFICAR lo aquí resuelto a las partes por el medio más expedito y eficaz 

de acuerdo con lo preceptuado por el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991. 

 

CUARTO: REMITIR el expediente a la Honorable Corte Constitucional para eventual 

revisión, en el evento que no se impugne la presente decisión. 

 

NOTIFÍQUESE,  

 

CESAR AUGUSTO BRAUSÍN ARÉVALO 

JUEZ. 

 
PZT 


